INICIATIVA

QUE REFORMA LA LEY DE COORDINACION FISCAL Y LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, EN MATERIA DE FEDERALISMO HACENDARIO, PRESENTADA POR EL DIPUTADO ROGACIANO MORALES REYES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD, EN LA SESION DEL MARTES 12 DE NOVIEMBRE DE 2002

El suscrito, integrante del grupo parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración del honorable Congreso de la Unión, la presente iniciativa de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones a las Leyes de Coordinación Fiscal y del Impuesto al Valor Agregado, en materia de federalismo hacendario, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal (SNCF) ha mostrado sus límites. La apremiante necesidad de integrar coherentemente los elementos del federalismo hacendario (ingresos, egresos, deuda y patrimonio), así como las reformas al artículo 115, que colocan con mayor claridad al municipio dentro del pacto federal, obligan a buscar una transformación de nuestro sistema federal en sus componentes hacendarios, incluyendo: sus criterios de funcionamiento, mecanismos de operación, asignación de potestades, facultades y reglas de participación de recursos para cada ámbito de gobierno. 

Con la propuesta de la nueva hacienda pública, promovida por parte del Ejecutivo federal el año pasado, se pensó en un primer momento que ésta serviría para poder fincar los cimientos necesarios que requiere el federalismo hacendario; sin embargo, dicha propuesta adolecía precisamente de los aspectos presupuestales, enfocándose en gran medida a lo fiscal y aun más ignorando las necesidades de descentralización del ingreso y del gasto hacia las entidades federativas y los municipios; por lo que, en realidad sólo se trató de una propuesta de reforma fiscal integral carente del enfoque federalista. 

Parte fundamental es, sin duda, el aspecto hacendario, para aterrizar en México el verdadero federalismo; ya que sin él, no se lograrían empatar las nuevas responsabilidades y facultades que se les ha otorgado a los gobiernos locales; por lo que, para consolidar este verdadero federalismo es necesario transformar el actual Sistema Nacional de Coordinación Fiscal (SNCF) en un Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria (SNCH); que dé sustento al federalismo hacendario de nuestro país. 

Para aterrizar en el tema de federalismo hacendario, es necesario analizar primeramente los siguientes aspectos: 

· El marco conceptual de la imposición fiscal federal; 
  

· El marco de atribuciones impositivas en México hasta antes del Programa para un Nuevo Federalismo 1995-2000 (PNF), donde se suscribe el Subprograma de Federalismo Hacendario; y 
  

· Los logros en materia de descentralización fiscal del Subprograma de Federalismo Hacendario. 

Para que a partir de esto, se definan las transformaciones necesarias para impulsar el Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria, coherente con el sistema federal mexicano. 

El marco conceptual de la imposición fiscal federal 

El funcionamiento del sistema fiscal, en un Estado federal, tiene diversos actores; gobiernos y sectores: que intervienen en su marco de acción. Desde un enfoque económico, el problema fiscal tiene por objeto estudiar la asignación óptima y el uso eficiente de los instrumentos fiscales en cada ámbito de gobierno, así como las estrategias para incrementar la recaudación, procurando una relación justa y equitativa con los contribuyentes. 

Las políticas fiscales están determinadas por los objetivos sustantivos que se fijen alrededor de las tres funciones básicas del Estado: 

· Función de estabilización económica, que aborda las cuestiones macroeconómicas y de política monetaria. 

· Función de redistribución del ingreso, que instrumenta los mecanismos necesarios para garantizar la igualdad, la seguridad y las políticas sociales. 

· Funciones de asignación, que aborda los esquemas de distribución óptima de los recursos fiscales, de acuerdo con las responsabilidades y funciones públicas de los gobiernos. 

La función de redistribución del ingreso, frecuentemente tiene en las políticas fiscales uno de sus principales instrumentos para tensar los principios de eficiencia del mercado con los deseos de equidad social. 

En una democracia, los ciudadanos son electores, son participantes, son deliberantes y también son contribuyentes; por ello, en la medida en que se avanza hacia la pluralización, la dimensión contributiva de la ciudadanía se vuelve un tema crítico que está constantemente en debate; el objetivo de este debate es establecer un equilibrio entre el nivel de producción de los bienes y prestación de servicios públicos deseados por la sociedad y las formas para financiarlos. 

Hasta hace poco, la representación de los contribuyentes frente al Estado, se daba fundamentalmente con las cúpulas del sector empresarial y de los sindicatos obreros, con estos actores el Gobierno Federal acordaba, agregaba y daba forma a la política fiscal. Con la pluralización; los partidos políticos han empezado a deliberar y demandar una participación decisional en los procesos que conforman y encuadran la relación de los contribuyentes con los gobiernos. 

Los gobiernos subnacionales de países con un nivel de desarrollo similar al nuestro, disponen de un acceso sumamente limitado a sus propias bases impositivas; por lo que, la asignación tributaria y el diseño de transferencias intergubernamentales, son aspectos fundamentales para solventar las necesidades de gasto; de esta forma, las responsabilidades impositivas son transferidas a los órdenes de gobierno estatal y municipal sólo en la medida en que éstos adquieren mayores responsabilidades de gasto que incidan en una mayor corresponsabilidad fiscal. 

Entonces, si se toma como referencia lo antes mencionado, el esquema de asignación de la responsabilidad fiscal de los diferentes órdenes de gobierno debe basarse en criterios de eficacia de la administración fiscal; mediante el orden de gobierno que tiene la mayor posibilidad de garantizar la mejor información sobre la base impositiva, para que éste sea el responsable de tasar dicha base. Asimismo, en el criterio de necesidad fiscal, se busca establecer que los medios de ingresos se equilibren con las necesidades de egresos. 

El marco de atribuciones impositivas en México hasta antes del Programa para un Nuevo Federalismo 1995-2000 (PNF), donde se suscribe el Subprograma de Federalismo Hacendario 

La Constitución mexicana en su carácter de marco normativo de las relaciones intergubernamentales, no establece con claridad las distintas competencias en materia impositiva entre los diferentes órdenes de gobierno, reservando sólo determinadas fuentes al federal, otras al municipal y ninguna a las entidades federativas. Ante esto, en 1953 se creó la Ley de Coordinación Fiscal, la cual se reformó en 1980 para dar forma al actual Sistema Nacional de Coordinación Fiscal (SNCF) que nos rige; este SNCF se constituyó con la finalidad de lograr el fortalecimiento de las capacidades tributarias de los diferentes órdenes de gobierno, evitar tributaciones múltiples que pudieran incidir negativamente en el desarrollo económico del país y establecer fórmulas para normar las participaciones de los estados y no dejarlas al libre criterio de la autoridad central. 

El SNCF desde su creación, se propuso promover una eficiente coordinación entre Federación y entidades federativas, al incentivar la materialización de acuerdos sobre competencias impositivas, así como el ceder determinadas fuentes de ingresos de las entidades a la Federación, a cambio de participaciones federales. De esta forma, las fuentes de ingreso de los tres órdenes de gobierno, previas a la descentralización impulsada por el Programa para un Nuevo Federalismo 1995-2000, estaban conformadas de la siguiente manera: 

La Federación contaba con: El Impuesto Sobre la Renta, el Impuesto al Activo, el Impuesto al Valor Agregado, el Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios, el Impuesto Sobre Automóviles Nuevos, los Impuestos Generales de Exportación e Importación y el Impuesto de Tenencia y Uso de Vehículos. 

· Las entidades federativas contaban con: el Impuesto Sobre Transacciones Patrimoniales, el Impuesto Sobre Negocios Jurídicos e Instrumentos Notariales, el Impuesto Sobre Compraventa y Operaciones Similares (gravando sólo las operaciones no afectadas por el IVA), el Impuesto Sobre Espectáculos Públicos, el Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal (el cual muchos estados no lo aplicaban) y el Impuesto Sobre Nóminas. 
  

· Los municipios contaban con: el Impuesto Predial, el Impuesto Sobre Traslación de Dominio o Adquisición de Inmuebles y los Derechos Derivados de la Prestación de los Servicios Públicos. 

De esta manera, es claramente perceptible que el control sobre las bases fiscales más amplias le correspondían al orden de Gobierno Federal; el siguiente orden de gobierno en importancia era municipal, si se toma en cuenta el monto que pueden representar los impuestos Predial y Traslativo de Dominio. 

Los logros en materia de descentralización fiscal del Subprograma de Federalismo Hacendario 

Los avances en la transformación del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal a uno de Coordinación Hacendaria, en el cual se otorgue simultáneamente mayores atribuciones fiscales y recursos económicos para el gasto a las entidades federativas y municipios, en correspondencia con sus responsabilidades institucionales, se han visto en la descentralización del gasto programable federal y en la distribución de la recaudación de impuestos enmarcados en la Ley de Coordinación Fiscal, destacándose en materia impositiva los siguientes: 

Se estableció que la Federación entregue directamente a las entidades 20% de la recaudación, por concepto del Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios a Bebidas Alcohólicas y Cervezas, y 8% sobre el tabaco. 

Se modificó la Ley de Coordinación Fiscal, permitiendo que las entidades federativas puedan establecer en sus comunidades, derechos por licencias a establecimientos que vendan bebidas alcohólicas al menudeo y por la colocación de anuncios en vía pública. 

Se eliminó la exclusividad de la Federación para establecer gravámenes sobre servicios de hospedaje y sobre tenencia o uso de vehículos. 

Se abrogó el Impuesto Federal Sobre Adquisición de Inmuebles, otorgándole plena potestad a las entidades federativas sobre dicho impuesto. 

Se modificó la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para que a los ganadores de premios de loterías, rifas y sorteos, se les reduzca dicho impuesto de 21 a 15%, en aquellas entidades que apliquen un impuesto local con una tasa del 6%. 

Se restableció el Impuesto Sobre Automóviles Nuevos (ISAN) a nivel federal, a raíz de la petición de los gobiernos estatales para evitar que la competencia fiscal condujera a la desaparición de esta fuente de ingresos. 

Además de la fiscalización del Impuesto al Valor Agregado (IVA), que ya se incluía anteriormente, las entidades federativas participan en la fiscalización del Impuesto Sobre la Renta y el Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios.

Si bien, los logros son buenos con la aplicación de este subprograma, aun éstos adolecen en gran medida del alcance e impacto requerido para considerar que se avanzó hacia un nuevo federalismo hacendario; por lo que las acciones que prosiguen deberán encaminarse a la transformación del actual Sistema Nacional de Coordinación Fiscal por un Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria. 

Transformaciones necesarias para impulsar el Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria, coherente con el sistema federal mexicano 

El buen manejo de las finanzas locales, supone la consideración de aspectos básicos vinculados a: los ingresos; los egresos; la administración del patrimonio; el manejo de la contabilidad e información financiera; la deuda y el control financiero de las operaciones contables. 

Pero en la práctica resulta complicado establecer amarres funcionales entre cada uno de estos elementos; por ejemplo, en la teoría de las finanzas públicas los procesos de ingresos y gastos son susceptibles de observarse bajo un solo instrumento: el Presupuesto. Sin embargo, en nuestro país, ambos procesos tienen una cierta independencia en su operación dentro de los tres órdenes de gobierno. 

En el caso de los municipios se elaboran, por un lado, los presupuestos de egresos que son aprobados por los cabildos, donde las previsiones reales de gasto se encuentran limitadas por la posibilidad de contar con los recursos; ya que, paralelamente se arma la Ley de Ingresos aprobada por los Congresos estatales donde la injerencia de los municipios es prácticamente nula. 

Esta forma de operación de los procesos de ingreso y gasto por separado, reduce las posibilidades de los municipios para arribar a decisiones financieras que se liguen a un proyecto global de desarrollo continuo. 

En general, la consolidación del cambio financiero y fiscal, no se puede dar, si no se toma en cuenta una perspectiva dual; por lo que, la apremiante necesidad de abrir posibilidades de acción conjunta (ingreso-gasto) para los gobiernos locales, nos exige ampliar los márgenes de corresponsabilidad, mediante una adecuación de los marcos legales e institucionales que den paso a un verdadero y auténtico proceso descentralizador federalizado de arriba hacia abajo, aunado al fortalecimiento del federalismo desde sus ámbitos subnacionales, es decir, de abajo hacia arriba. 

Por lo que, si en verdad se quiere transitar hacia una nueva hacienda pública en un Estado federalista, como México, es apremiante primeramente aterrizar en los siguientes aspectos: 

Plantear una reingeniería de nuestro actual esquema de federalismo fiscal, para transitar a un sistema de coordinación hacendaria; donde se consolide la distribución equitativa de los recursos participables. Para lo cual deberán fijarse límites razonables en el reparto de estos recursos, sustentando estos límites en el esquema de un sistema federal cooperativo; aunado además, a la redistribución de potestades y facultades en el aspecto tributario y recaudatorio. 

Definir y delimitar, con claridad, las capacidades jurídicas de acción y competencias entre los tres órdenes de gobierno, previendo sus alcances, coincidencias y solución de disputas dentro de los instrumentos del marco jurídico nacional y subnacional. 

Establecer esquemas de programación-presupuestación para mejorar los resultados de los gobiernos. Ello exige una vigilancia permanente sobre los resultados alcanzados, amarrada con los recursos ejercidos; que además considere una evaluación del ejercicio presupuestal de mediano y largo plazos. 

Mejorar las condiciones técnicas para la operación financiera de las entidades federativas y de los municipios en: tecnología y sistemas; esquemas de recaudación, y métodos e instrumentos de coordinación intergubernamental. El fin es dotar a los gobiernos estatales y municipales de bases fuertes; para hacerlos capaces de asumir mayores responsabilidades fiscales. 

Transparentar el ejercicio gubernamental, al garantizar el acceso público y expedito de la información financiera y marcar la responsabilidad de la acción pública ante la sociedad.

Con todo esto, se busca cambiar las tendencias de concentración de los recursos y capacidades de decisión, mediante los procesos de descentralización hacia las entidades federativas y los municipios, dando paso a una mayor corresponsabilidad en las políticas públicas y convirtiendo a los gobiernos locales en actores fundamentales del desarrollo de nuestro país. 

Los diputados de la fracción parlamentaria del PRD han impulsado con gran ahínco este proceso descentralizador federalizado de arriba hacia abajo; al demandar mayores facultades impositivas para los gobiernos locales, dicho proceso de descentralización se ha dicho que deberá ser profundo y de amplio alcance; y no, sólo temporal como lo identificó acertadamente el diputado Uuc-kib Espadas Ancona en la iniciativa que presentó el 30 de enero de 2002 en la Comisión Permanente; al resaltar que en la Ley de Ingresos para el Ejercicio Fiscal del 2002, se establece en la fracción X del artículo séptimo transitorio la facultad de que las entidades federativas puedan imponer un impuesto del 3% a las ventas y servicios al público en general. Por lo que, si al proponer que las entidades federativas puedan cobrar un 3% adicional al consumo en una ley que tiene vigencia de un año, para nada es proceso permanente y mucho menos es descentralizador, ya que el Gobierno Federal no está entregando nada a las entidades federativas. 

Por ello en la presente iniciativa, se propone que para que en verdad sea un proceso permanente y descentralizador de arriba hacia abajo, éste se establezca en la Ley del Impuesto al Valor Agregado al reducir la tasa del 15% al 13% otorgándole la facultad a las entidades federativas de establecer un impuesto local al consumo del 2%. 

Asimismo, el Partido de la Revolución Democrática, ha manifestado que el fortalecimiento del federalismo en México deberá sustentarse en el fortalecimiento de los gobiernos locales; es decir, de abajo hacia arriba. Por lo que nuestra compañera diputada Miroslava García Suárez, en su incitativa presentada el 15 de noviembre de 2001, planteaba el incremento del Fondo General de Participaciones a 23% de la Recaudación Federal Participable y la institucionalización del Programa de Apoyo para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas (PAFEF), al incorporarlo en la Ley de Coordinación Fiscal como un octavo fondo de aportaciones. Cierto es, que en la medida en que se fortalezca a los gobiernos locales con mayores recursos económicos, éstos contarán con mayores posibilidades de garantizar el desarrollo regional en cada uno de sus ámbitos de influencia territorial. 

Es por ello que en la presente iniciativa al igual que en la presentada por la diputada Miroslava, también se propone el incremento del Fondo General de Participaciones pero en este caso al 24% de la Recaudación Federal Participable y la institucionalización del PAFEF, como el octavo Fondo de Aportaciones para el Apoyo y Fortalecimiento de las Entidades Federativas, con el fin de promover el desarrollo regional sustentable en cada una de estas entidades federativas. 

Por lo anteriormente expuesto y, con el fin de contribuir a dar los primeros pasos de la reingeniería del federalismo fiscal mexicano, me permito poner a la consideración de este honorable Congreso de la Unión, la presente 

Iniciativa de reformas y adiciones a la Ley del Impuesto al Valor Agregado en su artículo 1º, y a la Ley de Coordinación Fiscal en sus artículos 2º, 25 y 46 y se adicionan a esta última los artículos 47, 48 y 49 

Artículo Primero.- Se reforma el segundo párrafo del artículo 1º de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, para quedar como sigue: 

"Artículo 1º.- Están obligadas al pago del Impuesto al Valor Agregado establecido en esta ley, las personas físicas y las morales que, en territorio nacional, realicen los actos o actividades siguientes: 

I.- a IV.- ... 

El impuesto se calculará aplicando a los valores que señala esta ley, la tasa del 13%. El Impuesto al Valor Agregado en ningún caso se considerará que forma parte de dichos valores.

..." 

Artículo Segundo.- Se reforman los artículos 2º y 46 ambos en su primer párrafo y se adicionan la fracción VIII al artículo 25; y los artículos 47, 48 y 49, a la Ley de Coordinación Fiscal, para quedar como sigue: 

"Artículo 2º.- El Fondo General de Participaciones se constituirá con el 24% de la Recaudación Federal Participable que obtenga la Federación en un ejercicio. 

..." 

"Artículo 25.- ... 

I.- a VII.- ... 

VIII.- Fondo de Aportaciones para el Apoyo y el Fortalecimiento de las Entidades Federativas.
..." 

"Artículo 46.- Las aportaciones y sus accesorios que con cargo a los fondos a que se refiere este Capítulo, reciban las entidades federativas y, en su caso, los municipios, no serán embargables, ni los gobiernos correspondientes podrán, bajo ninguna circunstancia, gravarlas, afectarlas en garantía, ni destinarlas a fines distintos a los expresamente previstos en los artículos 26, 29, 33, 37, 40, 42, 45 y 48 de esta ley. 

............." 

"Artículo 47.- El Fondo de Aportaciones para el Apoyo y el Fortalecimiento de las Entidades Federativas, se determinará anualmente en el Presupuesto de la Federación con recursos federales, por un monto equivalente, sólo para efectos de referencia, al 2.5% de la Recaudación Federal Participable a que se refiere el artículo 2º, de esta ley, según estimación que de la misma se realice en el propio Presupuesto, con base en lo que al efecto establezca la Ley de Ingresos de la Federación para ese ejercicio. 

Este fondo se enterará mensualmente a los estados y al Distrito Federal, de manera ágil y directa, sin más limitaciones ni restricciones, incluyendo aquellas de carácter administrativo, que las correspondientes a los fines que se establecen en el artículo 47 de esta ley. 

Para efectos del entero a que se refiere el párrafo anterior, no procederán los anticipos a que se refiere el segundo párrafo del artículo 7º de esta ley." 

"Artículo 48.- Las aportaciones federales que con cargo al Fondo de Aportaciones para el Apoyo y el Fortalecimiento de las Entidades Federativas, reciban los estados y el Distrito Federal, se destinarán exclusivamente a los objetivos que se planteen en sus respectivos presupuestos anuales, dando prioridad al desarrollo regional sustentable." 

"Artículo 49.- El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, distribuirá el Fondo de Aportaciones para el Apoyo y el Fortalecimiento de las Entidades Federativas, de acuerdo a los siguientes criterios: 

I.- El 45.17% del mismo, en proporción directa al número de habitantes que tenga cada entidad federativa en el ejercicio de que se trate; 

II.- El 45.17% en proporción directa al porcentaje de participación de cada entidad federativa en el Producto Interno Bruto nacional, en el ejercicio de que se trate, y 

III.- El 9.66% restante se distribuirá en proporción inversa a las aportaciones por habitante que tenga cada entidad federativa, éstas son el resultado de la suma de las aportaciones a que se refieren los criterios de las fracciones I y II.
El número de habitantes y la participación en el Producto Interno Bruto nacional de cada entidad federativa, se tomará de la última información oficial que hubiera dado a conocer el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, en el ejercicio de que se trate." 

Transitorios 

Primero. Las presentes reformas y adiciones entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Quedan sin efecto las disposiciones que a la entrada en vigor del presente, contravengan las disposiciones del mismo. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de noviembre de 2002. 

Dip. Rogaciano Morales Reyes (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con opinión de la Comisión de Fortalecimiento del Federalismo. Noviembre 12 de 2002.) 

